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Capítulo 1
La reforma judicial  
de 2024 en México:  
una explicación general
Saúl López Noriega1 y Javier Martín Reyes2 

I. Introducción: meteorología de la reforma judicial3

La reforma constitucional de 2024 es el cambio más radical que han sufrido 
los poderes judiciales en la historia de México. Sus alcances son enormes: 
todos los jueces federales y locales serán destituidos en menos de tres años; 
los nuevos cargos judiciales serán electos por voto popular, mediante un es-
quema que no tiene comparación en el mundo; y algunos de los principales 
mecanismos de protección de derechos, como el juicio de amparo, se debi-
litarán significativamente. 

Frente a un cambio de tal magnitud, los trabajos que forman parte de este 
libro ofrecen una primera explicación del contenido de la reforma, que sea 
accesible para un público amplio, no necesariamente experto en el sistema 
de justicia mexicano. Asimismo, los trabajos ofrecen reflexiones sobre los 

1	 Profesor e investigador de la Escuela de Gobierno y Transformación Pública del Tecnológico 
de Monterrey.

2	 Investigador en el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM y en el Centro para Es-
tados Unidos y México del Instituto Baker.

3	 Agradecemos a Luis Mauricio Varas Silva y a Gadiel Solorio Alvarez por su apoyo como asis-
tentes de investigación.
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posibles impactos de este cambio constitucional, bajo la premisa de que una 
reforma tan compleja debe ser analizada con tanto rigor como prudencia.

Sabemos que esta reforma desatará una verdadera tormenta en el sistema 
judicial. Al mismo tiempo, somos conscientes de que sus consecuencias exac-
tas son imposibles de predecir con certeza. Como ocurre con las tormentas 
reales, la incertidumbre es parte de su naturaleza. En este sentido, el objetivo 
de este libro es ofrecer un primer análisis sobre los efectos más probables de 
esta transformación radical de la justicia en México. Su impacto final sólo se 
revelará con el tiempo. Por ello, esperamos que este trabajo sirva como base 
para futuras investigaciones que analicen cómo se materializan en la prácti-
ca, en el mediano y largo plazo, los cambios de esta reforma constitucional.

Así, este libro reúne los trabajos de un grupo de especialistas en el sistema 
judicial mexicano. A partir de argumentos sólidos y evidencia empírica, estos 
análisis ofrecen un panorama general de los escenarios más plausibles que 
surgirán cuando esta tormenta impacte la compleja y diversa conflictividad 
social de México. En este sentido, es importante subrayar que sus efectos no 
se limitan a la elección de jueces mediante voto popular. La reforma es mucho 
más amplia y compleja, ya que reconfigura aspectos medulares tanto de la 
judicatura federal como de los poderes judiciales de los estados del país. Esta 
obra analiza los principales cambios en la estructura y el funcionamiento de 
los tribunales, más allá del proceso de elección judicial. Y, además, explora lo 
que estos cambios pueden significar para distintos actores, desde la población 
más vulnerable hasta las empresas e inversionistas que operan en el país.

En este capítulo introductorio, ofrecemos una explicación general sobre el 
origen y contenido de la reforma judicial de 2024. Creemos que, para com-
prender sus alcances, es fundamental conocer el contexto en el que se gestó. 
Por ello, en la siguiente sección hacemos un balance de las de reformas ju-
diciales y su implementación, cuyo punto crítico ocurrió en 1994, cuando se 
aprobó una reforma que buscó alinear al Poder Judicial de la Federación con 
los principios de la democracia constitucional y dejar atrás el papel que la ju-
dicatura tuvo bajo el régimen autoritario que gobernó México durante 70 años. 

La segunda parte de este capítulo está dedicada a explicar las tensiones 
que surgieron entre el poder ejecutivo y legislativo, por un lado, y el po-
der judicial, por otro, durante el gobierno de López Obrador. En particular,  
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analizamos cómo la iniciativa de reforma judicial presentada en 2024 repre-
sentó el punto culminante de un sexenio marcado por el enfrentamiento entre 
la judicatura y las mayorías políticas afines al lopezobradorismo. 

Por último, ofrecemos un breve recorrido por los capítulos que el lector 
podrá encontrar en esta obra; el porqué de su inclusión, así como sus princi-
pales argumentos, aportaciones y hallazgos. 

II. La transición a la democracia y el poder judicial 
La reforma judicial de 1994 fue un momento clave en la construcción de un 
poder judicial moderno, independiente y efectivo. No fue, por supuesto, ni 
la primera ni la última reforma dentro de este proceso. Antes de 1994, hubo 
cambios importantes que permitieron, por ejemplo, que la Suprema Corte 
de Justicia se enfocara en los casos más relevantes.4 Después de ese año, se 
implementaron cambios significativos, como las reformas que ampliaron la 
protección de los derechos humanos y los alcances del juicio de amparo, el 
principal mecanismo para garantizar estos derechos.

La reforma judicial de 1994 fue un ambicioso proyecto institucional con 
dos objetivos centrales. Primero, contar con un poder judicial más profe-
sional y superar el control patrimonialista con el que los integrantes de la 
Suprema Corte manejaban la judicatura, especialmente en la designación 
de los tribunales jerárquicamente inferiores (jueces de distrito y tribunales 
colegiados de circuito). Para ello, se creó un consejo judicial —el Consejo 
de la Judicatura Federal (CJF)—, encargado de la administración, vigilancia 
y disciplina de los tribunales inferiores y encargado de establecer una carrera 
judicial basada en mérito y criterios técnicos, en lugar del sistema de favores 
y recomendaciones que había dominado durante décadas.5 

El segundo objetivo fue fortalecer la capacidad de la Suprema Corte 
para revisar la constitucionalidad de leyes y decisiones gubernamentales. 
Para ello, se introdujo la acción de inconstitucionalidad, un instrumento 

4	 Fix-Zamudio, Héctor y Cossío, José Ramón, El Poder Judicial en el ordenamiento mexicano, 
México, FCE, 1996.

5	 Pozas-Loyo, Andrea y Ríos-Figueroa, Julio, “Anatomy of an Informal Institution: The 
‘Gentlemen’s Pact’ and Judicial Selection in Mexico, 1917–1994”, International Political Scien-
ce Review, vol. 39, núm. 5, 2018, pp. 647-661.
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inspirado en los recursos que resuelven ciertos tribunales constitucionales 
europeos y que permiten la invalidación total de una ley, y se rediseñó la 
controversia constitucional, una vía para resolver conflictos competenciales 
entre distintos poderes. 

Las tres décadas (1994-2024) siguientes estuvieron marcadas por un no-
table dinamismo y un creciente papel protagónico del Poder Judicial de la 
Federación. Esto no sólo se debió al desafío de implementar la reforma de 
1994, sino también a que este nuevo marco institucional permitió que distin-
tas instancias del poder judicial, especialmente la Suprema Corte, asumieran 
el papel más activo en la democracia constitucional mexicana: árbitro en los 
conflictos entre poderes y un garante efectivo de los derechos fundamentales. 
Los avances en este periodo son innegables.

En el ámbito jurisdiccional, los tribunales federales, encabezados por 
la Suprema Corte, comenzaron a abandonar los argumentos formalistas y 
concentrados en aspectos procedimentales para comenzar a proteger una 
gama más amplia de derechos, desde los más básicos hasta los de última 
generación, con razonamientos sólidos e innovadores. Este cambio también 
respondió, en gran medida, a que diferentes actores políticos y sociales co-
menzaron a llevar a los tribunales federales casos cada vez más complejos 
y sofisticados.

Un desafío importante, sin embargo, fue que las decisiones de los tribu-
nales no siempre tuvieron un impacto directo en el grueso de la población. 
Esto se debió a una combinación de factores. Por un lado, los tribunales ti-
tubearon al momento de establecer criterios que garantizaran una protección 
efectiva de los derechos, especialmente en materia de derechos económicos 
y sociales, claves en un país marcado por la pobreza y la desigualdad. Por 
otro lado, a pesar de la reforma de 1994, persistieron restricciones jurídicas 
que limitaron el alcance de las resoluciones judiciales, como el hecho de 
que la jurisprudencia de la Suprema Corte fuera obligatoria para los tribuna-
les, pero no para las autoridades administrativas. En tercer lugar, es crucial 
señalar las omisiones de otros poderes y del propio sistema judicial, como  
la falta de implementación efectiva de estas resoluciones a través de políticas 
públicas por parte de los órganos representativos, o las graves deficiencias de  
los poderes judiciales locales, donde se resuelve la gran mayoría de los litigios  
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que afectan la vida cotidiana de las personas.6 Estos factores, entre otros, 
debilitaron la legitimidad de la judicatura federal y la dejaron vulnerable ante 
el surgimiento de un movimiento populista.

La carrera judicial también experimentó avances significativos. Duran-
te estos años, generaciones de jueces fueron seleccionadas, capacitadas y 
evaluadas con base en criterios técnicos, con el objetivo de consolidar un 
verdadero servicio civil de carrera y erradicar buena parte de las antiguas 
prácticas clientelistas. Los avances fueron innegables: amplios sectores del 
poder judicial estuvieron conformados por abogadas y abogados que constru-
yeron sus carreras con base en mérito y esfuerzo, sin depender de influencias 
políticas o conexiones personales. Como resultado, el país contó con una 
judicatura federal más autónoma y profesional.

Pero también son igual de innegables las fallas y los límites de la refor-
ma de 1994. Aunque el aumento de la fragmentación política, la transición 
a la democracia y la existencia de gobiernos divididos, fueron factores que 
permitieron que los tribunales federales adoptaran decisiones que afectaban 
intereses de los gobiernos y partidos mayoritarios,7 lo cierto es que la judi-
catura federal en no pocos casos titubeó. Vaciló para tomar las decisiones 
que exigía la transición democrática en el ámbito de pesos y contrapesos, 
así como en el de derechos humanos. A pesar de vivir, entre 1997 y 2018, 
en condiciones favorables de gobierno dividido y estabilidad institucional, 
al estudiar sus votaciones durante este arco de tiempo, un patrón es que en 
el grueso de los casos, en el ámbito federal, siguió favoreciendo al partido 
político en el poder. 

En otras palabras, la judicatura federal avanzó significativamente en la 
protección de derechos y en el equilibrio de poderes. Pero su actuación no 
estuvo exenta de cierta cautela, a veces excesiva, para cruzar ciertos límites

6	 Martín Reyes, Javier, Reforma en materia de justicia cotidiana, México, Fondo de Cultura 
Económica, 2020.

7	 Ríos-Figueroa, Julio, “Fragmentation of Power and the Emergence of an Effective Judiciary 
in Mexico, 1994–2002,” Latin American Politics and Society, vol. 49, núm. 1, 2007, pp. 31-57 
y Martín Reyes, Javier, “El Tribunal de los Militantes: el control judicial de los conflictos in-
trapartidistas en México,” América Latina Hoy: Revista de Ciencias Sociales, núm. 62, 2012,  
pp. 131-153.
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o establecer precedentes que pudieran generar conflictos incómodos al poder 
público y privado.8 

En el ámbito administrativo, aunque se lograron mejoras, no se erradica-
ron por completo el tráfico de influencias, el nepotismo ni la corrupción. Es 
cierto que el poder judicial se reinventó con la carrera judicial, pasando de 
un sistema dominado por feudos y redes de influencia a uno más profesio-
nalizado. Sin embargo, aunque en menor medida que antes, estas prácticas 
persistieron en distintos niveles, desde los tribunales inferiores hasta la propia 
Suprema Corte.9

En resumen, un balance del desempeño de la Suprema Corte durante este 
período exige destacar sus enormes logros, pero también sus destacadas opor-
tunidades perdidas. Pudo haber hecho mucho más en estos años. Tenía las 
condiciones políticas e institucionales para ejercer con mayor determinación 
su poder de revisión constitucional, especialmente en defensa de los grupos 
más vulnerables y en un contexto donde la sociedad recurría a ella cada vez 
con mayor frecuencia. Sin dejar de considerar que su autonomía administra-
tiva le daba la oportunidad de combatir con mayor fuerza la corrupción y el 
nepotismo, reforzar el Estado de derecho y consolidar su legitimidad ante 
la ciudadanía.

III. El presidente López Obrador: el ataque populista 
contra la judicatura
La victoria de Andrés Manuel López Obrador en las elecciones presidenciales 
de México es un acontecimiento histórico. No sólo representó la llegada del 
primer gobierno de izquierda en la era democrática del país, sino también el 
ascenso de una fuerza política que prometía transformar al Estado mexicano. 
Su triunfo fue respaldado por una contundente legitimidad electoral: obtuvo 
el 53 % de los votos y logró que Morena, su partido, junto con sus aliados, 

8	 Para un botón de muestra, ver: Castagnola, Andrea y López Noriega, Saúl, “Are Mexican Jus-
tices True Arbiters Among Political Elites? An Empirical Analysis of the Court´s Rulings from 
2000-2011” y “The Supreme Court and the (no) Rights Revolution. An Empirical Analysis of 
the Court´s Rulings from 2000-2011”, en Judicial Politics in Mexico. The Supreme Court and 
the Transition to Democracy, Castagnola, Andrea y López Noriega, Saúl (eds.), Routledge, 
Nueva York, 2017, pp. 68-94 y 95-116, respectivamente. 

9	 Ríos Figueroa, Julio, El déficit meritocrático: nepotismo y redes familiares en el Poder Judicial 
de la Federación, México, MCCI, 2018.
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asegurara la mayoría absoluta (más del 50 %) tanto en la Cámara de Dipu-
tados como en el Senado. Esto convirtió a su administración en el primer 
gobierno unificado en la historia de la democracia mexicana, con un control 
legislativo sin precedentes.

El gobierno de López Obrador estuvo marcado por una contradicción 
constante. Por un lado, afirmó que su administración no sería sólo otro go-
bierno dentro de la democracia mexicana, sino un cambio radical del régimen 
político. Comparó su llegada al poder con las tres grandes transformaciones 
de la historia oficial de México: la Independencia, la Reforma y la Revo-
lución. De ahí surge el concepto de la “Cuarta Transformación”, una idea 
acuñada por el propio López Obrador para describir las ambiciones de su 
administración. Por el otro, a diferencia de esas primeras transformaciones, 
López Obrador no consideró necesaria una nueva Constitución. Desde el 
inicio de su mandato, dejó claro que priorizaría decisiones administrativas y 
modificaciones a leyes secundarias en lugar de impulsar cambios constitu-
cionales de gran alcance.10

Eso no significa que durante la primera mitad del gobierno de López 
Obrador no se hayan aprobado reformas constitucionales.11 Esto sucedió y, 
de hecho, todas ellas contaron al menos con el apoyo de una parte de la 
oposición, ya que Morena y sus aliados no contaban con la mayoría califi-
cada (de dos tercios) necesaria para modificar la Constitución. No obstante, 
conviene tener presente dos puntos clave. Primero, las reformas impulsadas 
en los primeros años de la administración de López Obrador no modificaron 
la estructura del sistema constitucional mexicano. Segundo, a medida que 
enfrentó reveses tanto en la cancha legislativa como en la judicial para imple-
mentar su proyecto, López Obrador comenzó a reconocer que éste requería 
de cambios constitucionales profundos para consolidarse.

10	 López Ayllón, Sergio, López Noriega, Saúl y Martín Reyes, Javier, “Todo por la razón y el de-
recho (hasta que estorben). La tensión entre Constitución, reformas y gobierno”, en Becerra, 
Ricardo y Woldenberg, José (coords.), Balance temprano. Desde la izquierda democrática, 
México, Grano de Sal, 2020, pp. 73-91.

11	 López Ayllón, Sergio y Martín Reyes, Javier, “No me vengan con que la ley es la ley: el Estado 
de derecho en tiempos del populismo obradorista”, en Becerra, Ricardo (coord.), El daño está 
hecho. Balance y políticas para la reconstrucción, México, Grano de Sal, 2023, pp. 49-72.
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Las reformas impulsadas en tres áreas clave reflejan la tensión entre el 
gobierno de López Obrador y el sistema de pesos y contrapesos. Tras las 
elecciones intermedias de 2021, en las que se renovó la totalidad de la Cá-
mara de Diputados, Morena y sus aliados lograron nuevamente la mayoría 
absoluta, pero sin alcanzar la súper mayoría para reformar la Constitución. 
A pesar de esta limitación, el presidente anunció su intención de impulsar 
una reforma electoral destinada a restringir las condiciones de competencia 
política (conocida como Plan A); otra en materia de seguridad, que buscaba 
transferir el control de la Guardia Nacional —la policía federal de México— 
al ejército; y una última energética, diseñada para fortalecer a la empresa 
estatal, la Comisión Federal de Electricidad, por encima de sus competidores.

Estas tres propuestas fracasaron en el Congreso, ya que López Obrador y 
sus aliados no lograron sumar el apoyo de la oposición para aprobar ninguna 
de ellas. En respuesta, el gobierno intentó modificar leyes secundarias en 
estas tres áreas. No obstante, estos intentos legislativos se toparon con los 
contrapesos judiciales —que funcionaron como tales—.

La reforma a las leyes electorales secundarias (el Plan B) fue anulada en su 
totalidad por la Suprema Corte debido a irregularidades en el procedimiento 
legislativo;12 la propuesta que transfería el control de la Guardia Nacional a la 
Secretaría de la Defensa fue invalidada en sus aspectos más importantes; y las 
modificaciones a la Ley de la Industria Eléctrica también fueron bloqueadas 
por la Corte mediante resoluciones de amparo. Estas decisiones desataron 
una fuerte tensión política, a pesar de que, jurídicamente, la Suprema Cor-
te simplemente aplicó normas expresamente previstas en la Constitución o 
precedentes bien establecidos y de larga data.13

Así nació el Plan C. Una estrategia con dos componentes clave: uno jurí-
dico y otro electoral. Por una parte, el 5 de febrero de 2024 —pocos meses 
antes de las elecciones presidenciales— López Obrador presentó un ambicio-
so paquete de veinte reformas, casi todas constitucionales, que en conjunto 

12	 Martín Reyes, Javier, “La muerte judicial del ‘Plan B’: certeza inmediata y riesgos futuros,” 
Estudios Sociológicos de El Colegio de México, vol. 42, 2024, pp. 1-18.

13	 Martín-Reyes, Javier y Pozas-Loyo, Andrea, “How to Capture the Process of Judicial Po-
larization in Contexts of Democratic Decline: The Mexican Supreme Court’s Doctrine on 
Irregularities in the Legislative Process,” International Journal of Constitutional Law, vol. 22,  
núm. 5, 2024.



24

representaban un nuevo Estado mexicano.14 Asimismo, dejó en claro que su 
intención era que Morena, su partido, y sus aliados legislativos ganaran las 
elecciones de 2024 y obtuvieran, esta vez sí, una mayoría calificada en el 
Congreso para garantizar la aprobación de dichas reformas constitucionales.

Estas páginas no alcanzan para detallar cómo la combinación de resultados 
electorales, decisiones judiciales y presiones políticas permitieron que Mo-
rena y sus aliados alcanzaran la mayoría calificada en ambas cámaras. Baste 
señalar que, al momento de concluir este libro, casi todas las reformas del 
Plan C han sido aprobadas durante los primeros meses de la administración 
de la presidenta Claudia Sheinbaum, la sucesora de López Obrador.15 Entre 
ellas, destaca la reforma judicial, cuyo contenido se sintetiza a continuación.

IV. La reforma judicial de 2024: entre la retórica 
y la práctica
El presidente López Obrador justificó su propuesta de reforma judicial 
bajo la premisa de “democratizar” el poder judicial. Para ello, aprovechó 
la percepción de ineficacia del poder judicial frente a la crisis de seguri-
dad y justicia en México, una estrategia hábil considerando que su propio 
gobierno era corresponsable de esta crisis y que, según la arquitectura 
constitucional, la responsabilidad de enfrentarla recaía en otras institucio-
nes, como fiscalías, policías y agencias de inteligencia, las cuales no fueron 
incluidas en la reforma.

Además, también utilizó las deficiencias reales que han caracterizado al 
sistema de justicia durante los últimos treinta años. Sin embargo, en lugar 
de impulsar una reforma integral, López Obrador logró instalar la idea de 
que la única solución era una purga total de los poderes judiciales, mediante 
el único mecanismo que, según su discurso, otorga legitimidad democrática: 
la elección popular de jueces. Bajo esta lógica, la simple renovación de sus 

14	 Para un panorama general de las veinte iniciativas, véase: López Ayllón, Sergio; Orozco Hen-
ríquez, José de Jesús; Salazar Ugarte, Pedro y Valadés, Diego (coords.), Análisis técnico de 
las 20 iniciativas de reformas constitucionales y legales presentadas por el presidente de la 
República (febrero 5, 2024), México, IIJ-UNAM, 2024.

15	 Sólo está pendiente la aprobación de la reforma electoral. Para un panorama general de su 
contenido, véase: Martín Reyes, Javier y Marván Laborde, María (coords.), La iniciativa pre-
sidencial de reforma electoral: Análisis técnico del Plan C electoral, México, IIJ-UNAM, 2024.
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integrantes a través del voto erradicaría la corrupción y garantizaría, por fin, 
justicia en el país.

Vale la pena analizar algunos de los principales aspectos de esta reforma. 
El primero es que, en efecto, la reforma establece un sistema de elecciones 
para prácticamente todos los cargos judiciales, tanto a nivel federal como 
local. Pero esta “democratización” comienza con una purga masiva del poder 
judicial: entre 2025 y 2027, todos los jueces y magistrados actuales serán 
destituidos, desde los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
hasta los jueces de primera instancia en los tribunales locales.

Este sistema de elecciones otorga un fuerte control a los poderes represen-
tativos hoy en manos de Morena y sus aliados sobre la selección de jueces. A 
diferencia de otros modelos, la postulación de candidaturas no es abierta ni ba-
sada en el mérito, sino que depende de la aprobación de comités de evaluación 
designados por los tres poderes: uno nombrado por el Ejecutivo (hoy en manos 
de Morena), otro por el Legislativo (controlado igualmente por Morena) y otro 
por el Poder Judicial. Estos comités tienen una enorme discrecionalidad para 
decidir quién puede competir por un cargo judicial y quién no.

Los requisitos, por su parte, establecidos en la Constitución y la ley para 
acceder a los cargos judiciales son mínimos o francamente ridículos. El texto 
constitucional exige, por ejemplo, un promedio de ocho en la licenciatura de 
derecho, cinco cartas de recomendación y un ensayo de tres cuartillas, pero 
no una evaluación rigurosa de conocimientos o experiencia en la impartición 
de justicia. En la primera selección realizada bajo este esquema en 2024, 
ninguno de los comités decidió implementar un rasero tan elemental como 
un examen general de conocimientos. 

La reforma judicial también introdujo cambios destinados a debilitar y 
controlar políticamente a la judicatura. Uno de los más significativos es la 
eliminación de la carrera judicial tal como se conocía, ya que los cargos de 
mayor nivel —jueces de distrito y magistrados de circuito— ya no depen-
derán de evaluaciones técnicas ni formarán parte del servicio civil. Esto, 
paradójicamente, resulta en una inconsistencia estructural: los requisitos para 
ocupar cargos de menor rango, como secretario o letrado, seguirán basándose 
en criterios técnicos, mientras que jueces y magistrados serán seleccionados 
sin una evaluación mínima de su capacidad para impartir justicia. 
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La reforma contempla también un nuevo sistema de disciplina judicial en-
cabezado por un Tribunal de Disciplina Judicial, dotado de amplios poderes y 
con escasos mecanismos de control. Sus integrantes, al igual que el resto de los 
cargos judiciales, serán seleccionados a partir de las candidaturas que resulten 
de los comités de evaluaciones y del voto popular. De tal manera que el órga-
no encargado de supervisar a jueces y magistrados —carente en su diseño de 
correas efectivas de control— fue sometido a una lógica política y partidista. 

Finalmente, esta reforma incluyó a su vez disposiciones que debilitaron 
a varios de los instrumentos que permiten el control de constitucionalidad. 
La más evidente es la prohibición de que los tribunales emitan suspensiones 
con efectos generales, así como aquella que limita la posibilidad de que las 
sentencias de amparo tengan este tipo de alcance. Estos cambios restringen 
drásticamente la capacidad del Poder Judicial para proteger derechos y ga-
rantizar el equilibrio constitucional. Además, la reforma eliminó las salas de 
la Suprema Corte, que suelen resolver la mayor parte de los casos en menos 
tiempo que el Pleno, lo que amenaza con hacer aún más lento un sistema de 
justicia que ya enfrenta serios problemas de eficiencia. 

V. La tormenta judicial perfecta
Esta obra se integra por doce capítulos adicionales que en conjunto ofrecen 
un análisis relativamente completo y detallado de los principales engranajes 
de la reforma judicial Obrador-Sheinbaum y, no menos importante, de su 
impacto más plausible una vez que entre en funcionamiento. El diagnóstico 
general de cada uno de estos estudios es contundente: estamos frente a una 
tormenta judicial perfecta.

En el segundo capítulo (¿Son comparables las elecciones judiciales 
estadounidenses con el voto popular instaurado por la reforma judicial mexi-
cana?) Francisca Pou esclarece la confusión en torno a si son comparables el 
modelo de elecciones de varias entidades de los Estados Unidos y el sistema 
electoral judicial recién adoptado en México. Ella muestra que las diferencias 
no son menores y es importante destacar sus incompatibilidades para evitar 
comparaciones erróneas y tramposas. 

Guadalupe Salmorán, en el tercer capítulo (Las elecciones judiciales en 
México: los riesgos de captura), detecta que una característica central del 
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sistema electivo del voto popular judicial mexicano es la enorme interven-
ción y discrecionalidad de las fuerzas políticas en el proceso, lo cual resulta 
en valorar más la lealtad política por encima de la técnica en el proceso de 
postulación y designación de jueces. Esto pone en riesgo la imparcialidad e 
independencia misma de los poderes judiciales.

En el cuarto capítulo (La clave de la elección del Poder Judicial: la asig-
nación de cargos por distritos), Alonso Zepeda aborda un aspecto de suma 
importancia: los problemas derivados de homologar distritos electorales y 
distritos judiciales, cuando éstos responden a lógicas distintas. Mientras que 
los primeros se rigen conforme a la población, los segundos se determinan 
por la materia de controversias en un territorio determinado. El hilo común 
a estas dificultades es que el poder del voto de la ciudadanía se merma, sea 
porque su voto no tendrá el mismo valor o debido a que no podrá elegir a 
todos los jueces que impacten en sus vidas. 

Andrea Pozas y Julio Ríos estudian en el siguiente capítulo (La carrera 
judicial después de la reforma judicial Obrador-Sheinbaum) las consecuen-
cias de eliminar la carrera judicial. Su conclusión es poco alentadora: destruir 
la carrera judicial avanza en dirección contraria a formar un gremio de juz-
gadores profesionalizados con conocimientos sólidos del derecho y de los 
precedentes, así como fijar incentivos adecuados para apostar por una carrera 
en las instituciones impartidoras de justicia. 

En el sexto capítulo (La otra cara de la reforma: la nueva disciplina y la 
misma administración del Poder Judicial de la Federación), Alfonso Oñate 
desmenuza uno de los cambios más relevantes de la reforma judicial: la 
sustitución del Consejo de la Judicatura Federal por el Tribunal de Discipli-
na Judicial y el Órgano de Administración Judicial. Estas instituciones son 
controversiales por su enorme poder, los casi inexistentes medios de defensa 
en contra de sus decisiones y, una vez más, al menos en el caso del Tribunal 
de Disciplina, la designación de sus integrantes mediante el voto popular con 
los riesgos de captura política que ello implica. 

Un aspecto prácticamente no debatido es el relativo a los jueces subrogan-
tes: ¿Qué pasa ante la ausencia definitiva de un juzgador? ¿Se convoca a un 
nuevo proceso electoral? Sergio López Ayllón, en el capítulo 7 (La sustitución 
de los jueces electos: ¿el pueblo decide?), ofrece sólidas respuestas a éstas y 
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otras interrogantes que parecieran menores, pero que en realidad son claves 
para asegurar una de las promesas de la reforma judicial: que la designación 
por voto popular de los jueces no sea una mera pantomima y que luego se con-
trole de manera discrecional ante ausencias voluntarias o forzadas de éstos. 

Los siguientes tres capítulos ofrecen un excelente balance de las afecta-
ciones de la reforma judicial en la arena jurisdiccional. José María Lujambio 
explica, en el capítulo 8 (El fin de los efectos generales en la justicia constitu-
cional mexicana), con nitidez las implicaciones de eliminar la posibilidad de 
que haya suspensiones generales de leyes y/o actos de autoridad impugnados 
a través de los principales medios de control constitucional, así como sen-
tencias con impacto general en el juicio de amparo. Mariana Velasco y Omar 
Hernández, por su parte, en el siguiente capítulo (Justicia constitucional sin 
rumbo: la eliminación de las Salas de la Suprema Corte), trazan a partir de 
datos sólidos los caóticos escenarios secuela de haber desaparecido las Salas 
de la Suprema Corte y, por tanto, dejar que ésta procese los miles de casos que 
conoce cada año a partir de un sólo órgano: el Pleno. María Amparo Hernán-
dez, en el capítulo 10 (Jurisprudencia y sistema de precedentes: escenarios 
a partir de la reforma judicial) dilucida con enorme sentido pedagógico el 
embate a la arquitectura de precedentes ocasionados por la reforma judicial 
y el riesgo de control político a las decisiones judiciales del poder judicial 
desde la Suprema Corte. 

En el capítulo 11 (La otra reforma: la justicia en las entidades federativas, 
de Javier Martín Reyes y Saúl López Noriega) abordamos un elemento de la 
reforma judicial que ha pasado casi desapercibido en la discusión pública: 
los poderes judiciales de los estados. Aspecto de tal relevancia que no exa-
geramos al afirmar que se trata de otra reforma por entero. Nuestro texto, en 
este sentido, se concentra en estudiar el impacto de esta reforma en el nivel 
de justicia más relevante en términos de conflictividad social, así como sus 
consecuencias en la vida cotidiana de la población del país.

En el capítulo 12 (Jueces sin rostro), Rodrigo Brito examina esta figura, 
por un lado, como política pública a la luz de los fracasos de las experiencias 
latinoamericanas en los últimos años y, por el otro, a partir de los criterios 
condenatorios del sistema interamericano de derechos humanos. El libro ter-
mina con el capítulo 13 (Más allá de la elección judicial: el nuevo Estado 
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mexicano), de Daniel Quintanilla, quien ubica a la reforma judicial junto con 
otras piezas institucionales que ha impulsado el actual movimiento populista 
en el poder en México, tales como prisión preventiva, militarización, entre 
varias otras más que formaron parte del Plan C. Como hemos dicho en otro 
momento, en conjunto, estas reformas están dando nacimiento a un nuevo 
Estado mexicano: un Estado más autoritario, más autocrático, más militari-
zado y más punitivo.16

16	 López Noriega, Saúl y Martín Reyes, Javier, “En el umbral de la autocracia”, Nexos, México, 
noviembre de 2024.


